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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROEDIMIENTO PENAL / PREACUERDO / ACEPTACIÓN DE CARGOS VÍA PREACUERDO 
PREACUERDO – Normativa.

… Este instrumento de justicia premial tiene como finalidad “humanizar la actuación procesal y la pena; obtener pronta y cumplida justicia; activar la solución de conflictos sociales que genera el delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso (…)”
 a través de él se consigue definir en plazos más razonables las actuaciones penales y las situaciones jurídicas de quienes resultan implicados en tales trámites, así como disminuir el desgaste de la administración de justicia ante lo engorroso que resulta en considerables oportunidades el trámite de un juicio público.

… El artículo 350 C.P.P. plantea que en el contexto del preacuerdo el Fiscal puede optar para materializar la contraprestación derivada de la aceptación de responsabilidad penal por (i) la eliminación de alguna causal de agravación punitiva o algún cargo específico; o (ii) la tipificación de la conducta de una forma determinada con miras a disminuir la pena.

… A su turno, el artículo 351 C.P.P. precisa que los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y acusado obligan al juez de conocimiento, a excepción de los que vulneren garantías de carácter fundamental. De igual manera, en cuanto a las víctimas, se indica que las reparaciones resultantes de las negociaciones pueden aceptarse por parte del ofendido o; en caso de ser rehusadas se puede acudir a las correspondientes vías judiciales.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA N° 2 de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
    Pereira, siete (7) de marzo de dos mil veinticinco (2025)
  ACTA DE APROBACIÓN No 270
  SEGUNDA INSTANCIA
	Imputados: 
	HCB
CHMZ

	Radicado:
	66001600003520240207201

	Delitos:
	Tentativa de homicidio y Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.

	Víctima
	Luis Octavio Orozco López

	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) 

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por el representante judicial de la víctima contra la providencia interlocutoria proferida en enero 24 de 2025, por medio de la cual se aprobó un preacuerdo. Se confirma.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes
1.1.- La situación fáctica jurídicamente relevante fue dada a conocer en el acta de preacuerdo presentada y se sintetiza así:

El 3 de agosto de 2024 aproximadamente a las 13:00 horas, los ciudadanos CHMZ y HCB estaban estacionados a bordo de la motocicleta con placas VDS12A en vía pública del barrio Poblado 2 de la ciudad de Pereira (Rda.), con exactitud en la manzana número 24 ubicada en cercanía de la vivienda del señor Luis Octavio Orozco López, quien al salir de su lugar de residencia se percató de la presencia de los dos individuos y por dicho motivo ingresó a su vehículo, tomó asiento y reclinó totalmente la silla; el señor HCB se acercó al automotor y a través de un arma de fuego tipo pistola, marca Glock –que portaba sin permiso de autoridad competente- disparó en repetidas oportunidades contra la humanidad del señor Orozco López, quien ante el cese de las detonaciones enderezó nuevamente el asiento y embistió con su camioneta la moto que tripulaba el señor CHMZ y en la que también se desplazaba HCB, hasta el punto de impactarlos contra otro vehículo y una vivienda, después de lo cual se retiró del lugar para ser auxiliado.

Los atacantes fueron retenidos por la comunidad y a eso de las 13:10 horas, al hacer presencia los miembros de la Policía Nacional en el lugar de los hechos se materializó la captura de los señores CHMZ y HCB, ello conforme con los señalamientos realizados por la comunidad.
1.2.- En agosto 4 de 2024, ante el Juez Promiscuo Municipal con Función de Control de Garantías de Pueblo Rico (Rda.), se llevaron a cabo audiencias de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento. En dicho escenario se comunicaron cargos a los ciudadanos HCB y CHMZ en calidad de coautores de Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones agravado (artículo 365 #1 y 5 C.P. verbo rector portar) en concurso heterogéneo con Homicidio en grado de tentativa (artículos 103 y 27 C.P.). Los cargos no fueron objeto de aceptación. Se dispuso la detención preventiva en establecimiento carcelario.
1.3.- Con antelación a presentarse escrito acusatorio, el Fiscal 18 Seccional de Pereira suscribió preacuerdo con los señores imputados, debidamente asistidos por sus defensores, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

Los términos de la negociación consistieron en que, los imputados aceptaban la responsabilidad penal conforme con los cargos comunicados y, como única contraprestación y solamente para efectos punitivos, se eliminaba el agravante de la conducta de Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones y se fijaba la pena a partir de la mínima contemplada para dicho delito, es decir, 108 meses de prisión, la cual se aumentaba en 12 meses por el punible de Homicidio en grado de tentativa, ello para una sanción definitiva a imponer de 120 meses de prisión.
Los abogados defensores corroboraron los términos de la negociación verbalizada por la Fiscalía. El representante judicial de la víctima manifestó su inconformidad frente a lo pactado, para ello aludió el derecho a la verdad, justicia y reparación de su representado y reiteró el deber estatal de realizar una investigación efectiva que condujera a la identificación y sanción de los responsables. De otro lado, consideró que la pena tasada a raíz del preacuerdo no resultaba proporcional con la gravedad de la conducta punible, pues desconocía la calidad de líder social de su prohijado.
El representante del Ministerio Público precisó que la modalidad por la cual se optó para estructurar el preacuerdo estaba avalada por la ley y la jurisprudencia y que el ejercicio de dosificación que se realizó fue adecuado porque se partió del delito que contemplaba la pena más grave; no obstante, solicitó verificar si la víctima había sido escuchada en el trámite de la negociación. Frente a tal pedimento el Fiscal manifestó que, en efecto, se había establecido comunicación con la víctima y su representante, quienes le expresaron la falta de interés en una indemnización de tipo económico, pues su deseo era únicamente que se les informara por parte de los imputados la identidad de la persona que los contrató para la ejecución del ilícito; situación esta que no se les podía exigir a los señores HCB y CHMZ como condicionante para la celebración del preacuerdo.
A raíz de que el representante judicial de la víctima informó no haber sostenido conversaciones con los defensores, la a-quo dispuso el aplazamiento de la diligencia para que se agotara tal acercamiento.

El 2 de diciembre de 2024 se reanudó la audiencia. Ante requerimiento realizado por la juez los sujetos procesales expresaron que, en efecto, se adelantaron conversaciones entre Fiscalía, defensores, representante de la víctima, el ofendido y los imputados; no obstante, no se llegó a un acuerdo en cuanto a la reparación pretendida. Con dicha información y en aplicación a la postura de que se deben tener en cuenta los derechos de la víctima, empero esta no puede vetar un preacuerdo, la juez verificó a fondo que las aceptaciones de cargos por parte de los señores HCB y CHMZ, se hubieran dado de manera debidamente informada, consciente, libre y voluntaria y; al encontrar tal situación corroborada, sumado a la existencia del mínimo de prueba que exige la ley, impartió aprobación al preacuerdo en sesión del 24 de enero de 2025.
2.- Debate
El representante judicial de la víctima se mostró inconforme con la decisión; por tal motivo interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación.
2.1.- Representante judicial de la víctima -recurrente en reposición y subsidiariamente en apelación-
Pidió reconsiderar la decisión adoptada e improbar el preacuerdo presentado, para lo cual reprochó que los victimarios no contribuyeron ni mostraron una mínima señal de voluntad de realizar algún aporte para la obtención de la verdad material de los hechos, lo cual genera una afectación en los derechos de la víctima, máxime si se tiene en cuenta su calidad de líder social basada en su compromiso y acción comunitaria, más allá de que no contara con un reconocimiento formal respecto de tal calidad. 
Consideró que el preacuerdo no aprestigiaba el valor de justicia, pues únicamente representaba beneficios para los acusados, lo que no ocurría con la víctima y su núcleo familiar, quienes quedaron en una desprotección futura al no conocer la verdad, desintegrarse de los grupos sociales a los que pertenecían, tener miedo a expresarse y batallar con el deterioro de la vida en comunidad a raíz del suceso. De otro lado, aludió que la negociación vulneraba el derecho de la víctima a la seguridad de las personas cuando se encuentra en riesgo la vida. 
Resaltó que un preacuerdo no puede lograrse a cualquier costo o de manera arbitraria con el único propósito de finiquitar la actuación, además que en el mismo son imperantes los elementos de consenso y la no afectación de los derechos de las víctimas y terceros, los cuales tienen gran protagonismo en el marco de la justicia restaurativa.
Por ello solicitó la revocatoria de la decisión y la consecuente improbación de la negociación con miras a preservar el derecho de acceso a la verdad de titularidad de su representado, el cual se deriva de su calidad de víctima.

2.2.- Fiscalía -como no recurrente-
Pidió confirmar la decisión adoptada y para ello expuso que en el caso se dio una sola rebaja compensatoria o único beneficio y; que si bien, algunos argumentos de los expuestos por el representante judicial de la víctima resultaban ciertos, no era menos veraz que la delación no constituye un requisito para la procedencia de los preacuerdos. 
Resaltó que la negociación no se dio con la finalidad de quitarse un caso de encima, pues a los sujetos procesales les constaba que se realizaron variedad de reuniones tendientes a ofrecer programas -de protección de testigos- a los imputados, ello con miras a obtener información referente a la identidad de los determinadores del ilícito, pero la Fiscalía de modo alguno puede ir más allá hasta el punto de ejercer presión en los señores CHMZ y HCB para obtener resultados al respecto.
Aunado a lo anterior, realizó hincapié en que el ente acusador ejecutó la respectiva compulsa de copias para que se continuara la investigación teniente a verificar la identificación de los determinadores. Destacó igualmente que la pena negociada no resulta irrisoria, está dentro de los parámetros que establece la ley y será cumplida en establecimiento carcelario, por lo cual goza de severidad, aunado a que se adelantaron reuniones tendientes a materializar una indemnización a la víctima, no obstante, las propuestas planteadas no fueron objeto de aceptación por el ofendido, por lo cual la vía restante era el incidente de reparación integral.

2.3.- Defensor de CHMZ - como no recurrente-
Solicitó ratificar la decisión tomada y para ello señaló que la negociación realizada se dio bajo una modalidad de “preacuerdo degradado” o “la degradación típica”, lo que le otorga total legalidad al haberse eliminado una causal de agravación específica, ello fundamentado en el contenido del inciso 2 del artículo 350 C.P.P. y; a su vez, no hubo una afectación arbitraria de garantías fundamentales de los sujetos procesales.
En cuanto al argumento expuesto por el recurrente referente a que el monto de la pena pactada en el preacuerdo resultaba irrisorio, indicó que, si bien la conducta ejecutada es de claro reproche social, la pena no atenta contra garantías fundamentales ni riñe con el principio de legalidad, por lo cual no se desprestigia la administración de justicia.
Precisó que su cliente estaba dispuesto a expresar perdón en la diligencia para demostrar su arrepentimiento y verbalizar un compromiso o garantía de no repetición. Frente a este último deber, indicó que la no repetición no depende de manera exclusiva de la responsabilidad del señor CHMZ, pues como resultado de la labor investigativa realizada por la defensa fue posible establecer que la víctima es una persona socialmente conflictiva, que registra en varias actuaciones penales como indiciado, situación esta que posibilitaba que tuviera problemas adicionales a los del caso objeto de estudio.
En cuanto el componente de reparación, señaló que se intentó llevar a cabo un acuerdo indemnizatorio, frente al cual, en una primera oportunidad la víctima manifestó que no estaba interesado en ninguna reparación de carácter económico pues su único interés era conocer la identidad del determinador de la conducta punible y; en una segunda reunión, exigió un monto de dinero que se escapaba de la capacidad económica de su representado.

Por último, destacó que la calidad de líder social de Luis Octavio Orozco López no estaba acreditada porque no registraba inscrito en el Ministerio del Interior y porque conforme con el oficio expedido por el secretario de Gobierno del municipio de Pueblo Rico (Rda.) la víctima no estaba inscrita o reconocida como líder social o político, no pertenecía a junta de acción comunal ni ostentaba la calidad de comunero o edil. 
2.4.- Defensor de HCB - como no recurrente-
Solicitó ratificar la decisión tomada y argumentó que la labor del funcionario judicial está enfocada en verificar que se cumpla con la aplicación de una estricta legalidad en el preacuerdo, que no medie vulneración de garantías fundamentales ni se otorguen excesivos beneficios a quienes suscriben la negociación, situaciones estas que no acontecieron en la actuación. 
Resaltó que con el preacuerdo si existe un beneficio para la víctima porque se puede evitar que se materialicen situaciones como la libertad por vencimiento de términos, el fenómeno de la prescripción de la acción penal o; incluso, una absolución ante la imposibilidad de probar la responsabilidad penal en el juicio. Por último, trajo a colación la existencia de la vía del incidente de reparación integral para procurar el resarcimiento en cuanto a la afectación de vida en comunidad, unión familiar y otros aspectos que expuso el representante judicial de la víctima.
2.5.- Realizada la sustentación por el representante judicial de la víctima y escuchadas las intervenciones de los no recurrentes, la a-quo no repuso su proveído, para ello precisó la inexistencia de un mecanismo consagrado en la ley o la jurisprudencia teniente a obligar a una persona que tuvo participación en unos hechos delictivos a que narre los pormenores del asunto con ocasión de un preacuerdo.
Por último, advirtió que las manifestaciones de perdón o arrepentimiento no constituyen un requisito para la procedencia de preacuerdos, pues son pedimentos que incluso se pueden tramitar y obtener por vía del incidente de reparación integral. Así entonces, al no advertir ilegalidad en la negociación, considerar que la pena a imponer es razonada y proporcional y; al verificar la inexistencia de vulneración de garantías fundamentales la a-quo se ratificó en la aprobación de la negociación presentada. 
2.6.- Al haberse sustentado de manera paralela y adecuada los recursos de reposición y apelación y; ante la negativa de reponer el proveído, la juez concedió la alzada en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de proveer al respecto. 
3.- Para resolver, SE considera
3.1.- Competencia
La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo    -en nuestro caso el representante judicial de la víctima-.
3.2.- Problema jurídico a resolver
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a establecer si, el preacuerdo suscrito entre la Fiscalía y los imputados se ajusta al principio de legalidad, como lo concluyó la funcionaria de primera instancia; o si, por el contrario, viola dicha norma rectora por irrespeto de los derechos de la víctima y se hace necesaria su improbación, tal cual lo peticionó el recurrente.
3.3.- Solución a la controversia

De acuerdo con el tema expuesto, encuentra la Sala que el asunto a examinar en esta ocasión se enmarca de manera precisa en la figura de la aceptación de cargos por vía de preacuerdo y en el principio de legalidad que debe imperar en dichas negociaciones.
En el citado contexto corresponde determinar si una aceptación de cargos preacordada irrespeta el principio de legalidad y las garantías de las víctimas cuando los procesados no revelan la identidad de la persona que determinó la realización de la conducta delictiva.

Como punto de partida, se tiene que el estatuto procedimental penal establece en su articulado variedad de formas en las que se puede terminar de manera anticipada el proceso penal y se materializa la llamada justicia premial; entre ellas, el allanamiento a cargos desde una esfera preacordada, dicha figura plantea la posibilidad de realizar la aceptación de responsabilidad penal y que; como consecuencia de ello, una vez medie consenso con la Fiscalía se otorguen contraprestaciones al procesado representadas en beneficios de carácter punitivo.

Este instrumento de justicia premial tiene como finalidad “humanizar la actuación procesal y la pena; obtener pronta y cumplida justicia; activar la solución de conflictos sociales que genera el delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso (…)”
 a través de él se consigue definir en plazos más razonables las actuaciones penales y las situaciones jurídicas de quienes resultan implicados en tales trámites, así como disminuir el desgaste de la administración de justicia ante lo engorroso que resulta en considerables oportunidades el trámite de un juicio público.

El artículo 350 C.P.P. plantea que en el contexto del preacuerdo el Fiscal puede optar para materializar la contraprestación derivada de la aceptación de responsabilidad penal por (i) la eliminación de alguna causal de agravación punitiva o algún cargo específico; o (ii) la tipificación de la conducta de una forma determinada con miras a disminuir la pena.
A su turno, el artículo 351 C.P.P. precisa que los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y acusado obligan al juez de conocimiento, a excepción de los que vulneren garantías de carácter fundamental. De igual manera, en cuanto a las víctimas, se indica que las reparaciones resultantes de las negociaciones pueden aceptarse por parte del ofendido o; en caso de ser rehusadas se puede acudir a las correspondientes vías judiciales.

Cabe traer a colación que desde la sentencia C-516 del 11 de julio de 2007 se recalcó como indispensable el permitir que la víctima participe en las conversaciones sostenidas con miras a ese arreglo bilateral y se destacó que por ello debía ser oída e informada acerca de su celebración, pues tal ejercicio tiene como finalidad que la Fiscalía conozca el criterio de la víctima, sus necesidades y aspiraciones para poder propiciar una reparación integral, no obstante, se estableció claramente que la víctima no cuenta con la potestad de vetar la negociación. De manera puntual frente a este tópico se indicó:
“Si bien la víctima no cuenta con un poder de veto de los preacuerdos celebrados entre la Fiscalía y el imputado, debe ser oída (Art. 11.d) por el Fiscal y por el juez que controla la legalidad del acuerdo. Ello con el propósito de lograr una mejor aproximación a los hechos, a sus circunstancias y a la magnitud del agravio, que permita incorporar en el acuerdo, en cuanto sea posible, el interés manifestado por la víctima. Celebrado el acuerdo la víctima debe ser informada del mismo a fin de que pueda estructurar una intervención ante el juez de conocimiento cuando el preacuerdo sea sometido a su aprobación. En la valoración del acuerdo con miras a su aprobación el juez velará por que (sic) el mismo no desconozca o quebrante garantías fundamentales tanto del imputado o acusado como de la víctima. (Art. 351, inciso 4°).”
Así mismo, preservada la intervención de la víctima en los términos de esta sentencia, aún retiene la potestad de aceptar las reparaciones efectivas que puedan resultar de los preacuerdos entre fiscal e imputado o acusado, o rehusarlas y acudir a otras vías judiciales (Art.351. inciso 6°); así mismo conserva la potestad de impugnar la sentencia proferida de manera anticipada (Arts. 20 y 176), y promover, en su oportunidad, el incidente de reparación integral (Art. 102).” Negrita fuera del texto original.
Se aclara en este punto que, pese a esa visión de garantía de participación activa de la víctima en el preacuerdo y de la intención de lograr una negociación encaminada a propiciar su reparación integral, desde sentencia SP13939 de 2014, la Corte ha sido precisa en acotar que:

 “De ninguna manera, es imperativo destacarlo, la evaluación de aprobación o improbación del preacuerdo puede pasar por auscultar que todas las partes e intervinientes se sientan satisfechos con el mismo, ni a partir de verificaciones eminentemente subjetivas acerca del valor de la justicia y su materialización en el caso concreto, pues, sobra referir, precisamente la razón de ser del preacuerdo estriba en las renuncias mutuas de quienes lo signan e indispensablemente ello representa sacrificios más o menos tolerables del valor justicia, pero también de los principios de contradicción, doble instancia y derecho de defensa, conforme lo establecido en e literal k) del artículo 8° de la Ley 906 de 2004.

En ese sentido, siempre será posible significar, no importa la índole de lo acordado o los beneficios entregados al imputado o acusado, que el pacto representa algún tipo de afectación en lo que atiende a los derechos de verdad, justicia y reparación de la víctima.” Negritas de la Sala.
De otro lado, retomando esa intervención excepcional que tiene el juez en los preacuerdos por virtud del control judicial, la cual está limitada a las situaciones en que se quebranten garantías fundamentales, se tiene que estas deben referirse a violaciones objetivas y evidentes que requieran de manera indispensable del instrumento de la improbación; ejemplo de ello cuando: (i) no hay un mínimo de prueba para condenar; (ii) existen razones de justicia que evidencian la necesidad de absolver a pesar de la aceptación de cargos; (iii) se avizoran vicios del consentimiento en el acusado al momento de aceptar los cargos; (iv) se confiere más de un beneficio; (v) se desconocen las prohibiciones legales de descuentos en las penas; (vi) cuando hay un incremento patrimonial en el procesado y no se garantiza su reintegro; y/o (vii) cuando la víctima no es escuchada por el Fiscal al momento de la negociación. El control de lo aludido permite la materialización del principio de legalidad.
Abordando el tema objeto de debate, se tiene que la modalidad a la cual se acudió para estructurar el acuerdo, en efecto, corresponde a una de las avaladas en la ley, de manera específica en el artículo 350 C.P.P. relativa a eliminar una causal de agravación punitiva, en el caso preciso se optó por suprimir el agravante imputado frente al delito de Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.
En el marco aludido la dosificación punitiva se fijó a partir de la mencionada conducta en su forma básica -conforme con la supresión realizada-, por ello se partió de 108 meses de prisión y no de 216 meses, monto que se aumentó en 12 meses por el delito de Tentativa de homicidio, conforme con el parámetro de “hasta en otro tanto” que plantea el artículo 31 C.P. para los eventos de concurso de conductas punibles.

El panorama descrito permite entrever que no se otorgó más de un beneficio ni se concedió una rebaja superior a la legalmente permitida.
Ahora bien, en la sustentación de su decisión la juez de primera instancia ahondó a detalle en lo relativo a el relato y explicación del mínimo de prueba que advirtió existente para soportar la autoría en la conducta y su tipicidad conforme con las exigencias del artículo 327 C.P.P. De igual manera, quedó expresa constancia en el registro de audio y video del extenso y claro interrogatorio que realizó la funcionaria a los imputados para concluir la inexistencia de vicios en sus consentimientos, quienes incluso con sus palabras explicaron lo que entendieron de los términos de la negociación, expresaron conocer que serían condenados a 10 años de prisión y que, a menos de que ocurriera una excepcionalidad, la pena sería purgada en un establecimiento penitenciario.
Ahora bien, en cuanto a la exigencia de informar a la víctima de la intención de negociación, de garantizar su intervención en ella y de ser oída; quedó manifiestamente claro que, previo a la audiencia llevada a cabo el 21 de octubre de 2024 el Fiscal había propiciado conversaciones con la víctima en las cuales le expuso la posibilidad de abarcar una medida de reparación de carácter económica, empero el señor Luís Orozco López rehusó la propuesta, para lo cual hizo hincapié en que su único interés era que los imputados le informaran la identidad del determinador de la conducta.
Sumado a lo anterior, por propuesta del representante el Ministerio Público y bajo requerimiento realizado por la a-quo, posterior a la audiencia del 21 de octubre de 2024 se materializaron reuniones, esta vez con la participación de defensores, fiscal, imputados, víctima y su representante judicial; no obstante, nuevamente el señor Luís Orozco rehusó las propuestas efectuadas, en una de ellas por insistir en su interés de que los imputados efectuaran una delación y; en otra, al establecer como pretensión indemnizatoria una suma que escapó de la capacidad económica de los señores HCB y CHMZ.

Conforme con lo relatado, no hay lugar a concluir algo distinto a que, en efecto, la víctima fue informada de la negociación, se garantizó su participación en las conversaciones pertinentes de manera directa y a través de apoderado, se escucharon sus pretensiones indemnizatorias y se intentó propiciar su reparación integral, empero, ello no resultó posible. Aunado a ello, se resalta que, por lo menos en lo referente al caso del señor CHMZ, se planteó en audiencia su disposición para ofrecer excusas por su actuar delictivo y expresar un compromiso de no repetición.
El anterior panorama da cuenta de que el análisis de la a-quo abordó la totalidad de tópicos requeridos para concluir que la negociación que le fue presentada a la judicatura efectivamente respeta el principio de legalidad y el valor de la justicia.

Tal como lo manifestó el Fiscal en la audiencia de verificación de preacuerdo y en su intervención como sujeto no recurrente, la delación no es un requisito planteado en la ley para habilitar la celebración de un preacuerdo, máxime cuando incluso la información a otorgar puede implicar riesgo o amenaza en la integridad y vida del imputado y; de otro lado, no se puede pasar por alto que incluso el llevar el trámite hasta la etapa de juicio oral no asegura de manera alguna que se vaya a obtener la información relativa a la identidad del presunto determinador que reclama aquí la víctima, se dice presunto porque en el expediente no reposa información alguna que permita señalar con certeza que en realidad exista un determinador, pues tal conjetura surgió de las manifestaciones de la víctima.
Es precisamente por lo anterior que, en escenario hipotético del juicio oral las probanzas se deberían encaminar conforme con la verdad procesal que exhibe la actuación; esto es, la responsabilidad penal de los aquí implicados en calidad de autores, la cual se está aceptando a través de la negociación. Ahora bien, no se puede dejar de lado que conforme con la información insistente de la víctima relativa a que existe un determinador, la Fiscalía actuó ajustada a lo que le compete, es decir, realizó la respectiva compulsa de copias para que se investigue lo atinente.
Mírese como el Fiscal tuvo tan en cuenta las necesidades y aspiraciones de la víctima que incluso planteó a los imputados la posibilidad de ingreso a un programa de protección de testigos con miras a ahondar en la información que requería el señor Luís Orozco para considerarse reparado a través del componente de acceso a la verdad, empero los imputados fueron claros en expresar su negativa, por lo cual no hubo un desconocimiento de derechos de la víctima, contrario a ello, quedó demostrado que todos los sujetos procesales escucharon sus pedimentos y procuraron llegar a un consenso a través del cual se satisficieran sus intereses, pero ello no tuvo lugar, porque la información que se depreca reposa en la esfera personal de los imputados, por lo cual el darla a conocer depende de su exclusiva voluntad.
Recuérdese que el trámite a aplicar en el caso concreto, es el de un preacuerdo y no del instrumento procesal de principio de oportunidad, escenario este último en el cual de manera eventual tendrían cabida ciertas exigencias de información para la aplicación de beneficios.
En suma, desde la totalidad de aristas analizadas por la Sala se evidencia que la negociación acordada entre la Fiscalía General de la Nación, a través de su Delegado 18 Seccional y los señores HCB y CHMZ, es respetuosa de las garantías fundamentales de los sujetos procesales e intervinientes y se ajusta al principio de legalidad conforme lo concluyó la funcionaria de primer nivel.
En mérito de lo expuesto, la Sala N° 2 de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto objeto de apelación proferido el 24 de enero de 2025, por medio del cual el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) aprobó el consenso celebrado entre la Fiscalía y los imputados HCB y CHMZ; por consiguiente, la funcionaria de primer nivel deberá continuar con el trámite a que hubiere lugar.      
La presente decisión se notificará por estrados y contra la misma no proceden recursos. 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado 
-con aclaración de voto-
Con firma electrónica al final del documento
� Artículo 348 Código de Procedimiento Penal.
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